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BELÉN MORA 

inscriben en un marco más amplio de armonización o acercamiento de las
legislaciones procesales de los Estados miembros de la UE83

. En el Proyec­
to Storme se considera que el instrumento más adecuado para alcanzar este 

acercamiento es la directiva, atendido el carácter no obligatorio de las reco­
mendaciones y las limitaciones que presenta la elaboración de un tratado in­
ternacional a la vista de la experiencia del Convenio de Bruselas de 1968. 84 

En el mencionado proyecto se configura un juicio monitorio de tipo docu­
mental, previsto únicamente para obligaciones pecuniarias aunque sin que 

se establezca ningún límite cuantitativo85
. 

y 207-209 (en adelante Rapprochement. .. ). Sobre la oportunidad de una unificación cfr. TAR­
ZIA, G., "Modeili europei per un processo civile uniforme", ob. cit., p. 955-958, donde se co­
menta el Proyecto Storme y el proyecto del denominado "título ejecutivo europeo"; lD., "Les 
litres exécutoires et le recouvrement des créances dans l'Union Européene", ob. cit., p. 385 y 
ss.; ID., "Prospettive di annonizzazione delle norme suU'esecuzione forzata nella Comunita 
Econom.ica Europea", ob. cit., p. 209 y ss.; ID., "Le ingiunzioni di pagamento e il tito lo esecu­
tivo europeo", Speciale Documenti Giuslizia-1, febbraio 1996: "La Cooperazione giudiziaria 
nell'Europa dei citadini. Situazione esistente. Prospettive di sviluppo (Atti del Seminario or­
ganizzato dall'Ufficio Legislativo del Ministero di Grazia e Giustizia. Roma, 11-12 dicembre 
1995)", 119-130; DE LEVAL, G., "Les ressources de l'inversion du contentieux", en CAUPAJN­
OE LEVAL, L'efficacité ... , ob. cit., p. 83-97; PERROT, R., "L'efficacité des procédures judiciaires 
au sein de l'Union Europénne et les garanties des droits de la défense", en CAUPAJN-DE LEVAL, 
L'efficacité ... , ob. cit., p. 433; Comunicación de la Comisión Europea al Consejo y al Parla­
mento europeo: "Vers une efficacité ... , cit. ap. 33 y ss .. Las ideas expresadas en este documen­
to son recogidas por NORMANO, J., "Le rapprochement des procédures civiles a l'intérieur de 
l'Union Européenne el le respect des droits de la défénse", en AA.VV., Nouveawcjuges 110u­

vem1.X pouvoirs. Mé/a11ges en l'hon11eur de Roger Perro/, Dalloz, París, 1996, p. 337-350. 
83. Como explica NORMANO, J., ''11 ravvicinamento delle procedure civili neU'Unione

Europea", Riv. Di,: Proc., 1998, p. 683-700, esp. p. 688 y ss., la intervención de la UE en el ám­
bito del proceso civil se basa en el art. 100 A del Tratado de Roma contemplado en el Acta Única 
Europea, según el cual las Autoridades comunitarias están legitimadas para adoptar medidas de 
acercamiento de los derechos de los Estados miembros cuando esta operación tiene por objeto 
la institución y el funcionamiento del mercado interno. De otro lado, se considera que el obje­
tivo de la armonización 110 puede ser alcanzado suficientemente por los Estados miembros, por 
lo que el principio de subsidiariedad no puede obstaculizar la intervención comunitaria en este 
ámbito. Además hay que tener en cuenta el art 2 de la Versión consolidada del Tratado Consti­
tutivo de la Unión Europea que establece como objetivo de la UE el mantenimiento y desarro­
llo de la Unión en cuanto espacio de libertad, seguridad y justicia; junto con el art. 65 c) del 
mencionado texto, en virtud del cual corresponde al Consejo establecer las medidas dirigidas a 
eliminar los obstáculos al buen desarrollo de los procesos civiles, favoreciendo en su caso la 
compatibilidad de las reglas procesales civiles aplicables en los Estados miembros. 

42 

84. Rapprochement ... , p. 24-26.
85. Rapprochemenr ... , p. 207-209.
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Es preciso hacer mención también de la C . . , . . 
. 

omumcac10n de 26 de no-viembre de 1997 la Comtstón Europea al Co · 1 p " f:c· . , nseJo Y a arlamento europeo ·Yers une e ncac1te accrue dans l'obtentiºon t 1, , . e execubon des d, • • sein de l'U1úon Européenne"86 en la que se . ec1s10ns au' expone que existen menostrasos en los pagos en los países donde la e · . , . 
re-

. �ecuc10n es eficaz rápida ba rata. Además, en dicho documento se con .d. 1 ' . 
. 

Y -. . . . . . . , 
s1 era que a generalización d 1JU1c10 morutono contnbuma a facilitar el re 

• . e 

. 
conoc1m1ento de los títul • 

cuuvos por cuanto que se trataría de un J·uic' "d 
os eJe-

d . , l . . 
io conoc1 o en todos los Esta-os, es mas, a existencia de un proceso un="oi· . . , . u me perrrutma elimin . ¡ quatur. No se omiten las dificultad - . . ar e exe-

. . . . , es que entrana la u111f1cació l unifornuzac1on de los procesos monitorios pue d b , 
n o a

· s e enan quedar solv t das cuest iones como el respeto del eq il"b • . en a-u I no p1 ocesal de las part f d no agravar las posiciones de inferioridad d . d , 
es, a m e 

d 1 • d I 
e me, ca o, as1 como definir el Ie Juez, e persona] que interviene en la ejec . , d I 

ro 
terminar la cuantía de estos juicios, etc.

uc1on, e os abogados, de-
La Directiva 2000/35/CE del Par! 29 �

;
j
;

nio

1
de 2000, �orla que se estable:;;:�d:�:;�:�:ci=��:t�:��

º

:O��ros1 a en as operac10nes comerciales su one un i te, puesto que, junto a otro tipo de med,ida� como la ��or�an�: paso ad�lan­
reses de demora y la reserva de d . . 

gu ac10n de los mte­
mínimas referidas a los proced,· . omuu

t 
o, se est_a�lecen unas condiciones. mien os para la rap1da cr • , d , eJecutivo para los casos de créditos come .. 1 . eac10n e un t1tulo 

en el art. 5 de la mencionada n· t · 
icia es no impugnados. En efecto,Irec 1va se establece:

"1. Los Estados miembros velar' título ejecutivo, independientemente de
��!;���e

d
:e,��:d

u
a
d
o
a
btener u

l
n 

mente en un pi d 90 d' , norma -
demanda o de 1:

z

s:1t. tud 
,as naturales a partir de la presentación de la

autoridad competent:
1 

sie 

por.parte del acreedor_ante el Tribunal u otra• mpi e que no haya habido im · , d deuda o de cuestiones del d. . 
pugnac1on e la

varán a cabo dicha tarea d 

proce im1�nto. Los Esta�os miembros lle-
les, reglamentarias o adm; 

e_ c
tr
on�ornuda� con sus disposiciones lega-

. .. ... n1s at1vas nac10nales. 2. Las disposiciones legales re 1 . . . . 
nacionales se aplicarán e 1 . ' g am�n_tanas y adrrumstrativasn as rrusmas cond1c1ones a todo 1 dores que se encuentren establecidos en la Comunidad Eu:o;:a�

cree

-

86. Cit., esp. 11. 38-41.
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BELÉN MORA 

torias, de modo que una resolución puede ser considerada en un Estado par­
te como decisión y en otro como documento público. 

Si se analiza la cuestión desde una perspectiva estrictamente procesal 
se puede obtener un criterio más seguro y con un fundamento tal vez más 
sólido. En primer lugar, cuando el CB regula la ejecución de las resolucio­
nes judiciales, de los documentos públicos y de las transacciones, es co­
múnmente admitido que lo que se pretende es que estos títulos ejecutivos 
puedan ser ejecutados en cualquier Estado de la Unión Europea como si se 
tratase del Estado de origen, es decir, que dentro de los límites propios de­
rivados de cada legislación procesal, el acto sea ejecutado y alcance los 
mismos efectos que hubiera producido en el Estado de origen. 

En segundo lugar hay que tener en cuenta los distintos efectos de las re­
soluciones judiciales y de los documentos públicos en cuanto al régimen de 
oposición. En este sentido puede resultar útil el criterio aportado por la doc­
trina para determinar cuando la intervención judicial confiere al título ejecu­
tivo la condición de jurisdiccional. Según VACCARELLA 

106 cuando en la opo­
sición a la ejecución el deudor puede hacer valer hechos anteriores y 
posteriores a la formación del título, éste tiene carácter extrajudicial; de otro 
lado, la intervención del juez conferirá carácter judicial al título si únicamen­
te se permite la alegación de hechos posteriores a su creación. Esta diferen­
cia entre uno y otro tipo de título se manifiesta también en el sometimiento al 
régimen de nulidad propio del derecho civil o al de los medios de gravamen. 

Utilizando este criterio, resulta que cuando el título ejecutivo queda so­
metido en el Estado de origen al régimen de impugnación de las resoluciones 
judiciales, deberá aplicarse el régimen previsto para las decisiones del art. 25 
CB. Por el contrario, cuando el título está sujeto al régimen de nulidad propio 
del negocio jurídico que contiene, en ese caso estaremos ante un documento 
público del art. 50 CB o, en su caso, de una transacción del art. 51 CB. 

La delimitación de los títulos judiciales de los extrajudiciales en fun­
ción del régimen de impugnación o de nulidad presenta diversas ventajas: 
En primer lugar, facilita la calificación del título por parte del juez del Esta­
do de la ejecución y, con ello, es más factible conseguir jurisprudencias uni­
formes. En segundo lugar, se consigue una mayor equiparación de los efec­
tos del título en el Estado de origen y en el Estado requerido. 

106. VACCARELLA, R., "Diffusione e controllo dei litoli esecutivi non giudiziali",
ob. cit., p. 50-51. 
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2. los documentos que requieren alg1í11 tipo de intervención judicial
y el art. 27 CB

La calificación de los títulos formalizados con la intervención judicial
corno resolución del a.rt. 25 CB o como pertenecientes a la categoría de do­
cumentos públicos, incluidas las transacciones, adquiere relevancia tam­
bién en relación con el régimen de oposición a la ejecución de una resolu­
ción jurisdiccional. En efecto, en el art. 27.3º y 5º CB se recogen dos
supuestos en los que puede denegarse el reconocimiento o la ejecución de
una resolución judicial dictada en un Estado parte, por ser inconciliable con
otra resolución dictada en un litigio en el Estado requerido o en un Estado
no contratante cuando reúna las condiciones para ser reconocida en el Esta­
do requerido. 

Se ha planteado ante el TJCE si las transacciones pueden ser consi­
deradas resoluciones a los efectos del art. 27.3º CB, pero el problema se
puede abordar con carácter general en relación con todos aquellos actos en
cuya formación a intervenido un juez, y no sólo a efectos del apartado 3°
del art. 27 CB, sino también de su apartado 5º . La cuestión fue resuelta
mediante la STJCE de 2 de junio de 1994, c. 414/92, as. Solo Kleinmoto­
ren GmbH y E. Boch, en la que se concluyó que las transacciones judi­ciales no pueden ser consideradas resoluciones a los efectos del citadoartículo 1°7. 

La argumentación de la Corte de Justicia se basa en los siguientes pun­tos: 1) Del tenor literal del art. 25 CB se desprende que la noción de "deci­sión" que utiliza el CB únicamente se refiere a aquellas "efectivamente pro­nunciadas" por un juez de un Estado contratante; 2) El acto debe provenird� un órgano jurisdiccional perteneciente a un Estado contratante y que de­c1de con pod�res propios sobre cuestiones controvertidas entre las partes; 3)Las transacciones revisten un carácter esencialmente contractual, por cuan­to que su contenido depende sobre todo de la voluntad de las partes. 108 

1. 
107 • En concreto la cuestión planteada _fue si se puede considerar decisión ea el sen-1�0 del arl. �7- n.3 del Convenio de Bruselas, en contraste con la decisión cuyo reconoci­miento �e solJc1ta, la transacción susceptible de ejecución concluida entre las mismas partesante un Juez del Estado requerido para resolver un proceso pendiente. 108. Además el TJCE utiliza el criterio de una necesaria interpretación restrictivadel art. !7, Y que la finalidad de sus n. 3 y 5 es la de evitar que una parte pueda hacer valersen1encias contradictorias. 
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La Corte alcanza una solución que merece aprobación, mas no �sí el

fundamento de la misma, porque acude al criterio de 1� _c�lidad de la_ mtcr­

vención judicial que tal vez sea el idóneo p�r� el analis1s de otro tipo de

cuestiones, pero que en este ámbito puede ong1�ar los problemas a los q�c

se ha hecho mención en el epígrafe anterior. Temendo en c�enta que se t1 a­

ta de dar respuestas estrictamente procesales tal vez sea ma� op01tuno, una

vez más, la utilización del método y de los conceptos propios del proceso 

civil. No se puede acudir a la noción de cosa juzgada por cuanto que la co�-
. · · , li 109 y además podna

cepción de resoluciones mconc1hables es mas amp a , . , 
, 

110 ser operativa en algunos casos, como por e}emplo en rel�c10n con la eJe-

cución provisional y especialmente con otro �1po de resoluc1�nes en l�s que 

110 existe acuerdo sobre sí producen o no dichos efecto�. Sm embaigo, el

criterio del sometimiento del acto al régimen de los med_1os de gravame� 0

al de nulidad en virtud del ordenamiento del Estado de onge�: apto para dis­

cernir el régimen de ejecución (ait. 25, o 50 y 51 CB), tamb1en resulta ade-

cuado para la interpretación del art. 27.3º y 5º CB_-

En consecuencia, una transacción o cualqmer otro titulo creado con

intervención judicial no podrá hacerse valer a travé� de la vía del _ art. 2� CB

ara impedir el exequatur de una resolución judicial, aunque s1 podra ser
p 

1 . . , alegada como hecho extintivo durante a eJecuc1on. 

IV. LAS TRANSACCIONES DEL ART. 51 

El artículo 51 CB dispone que :

"Las transacciones celebradas ante el Tribunal durante un proce­

so y ejecutorías en el Estado de origen serán ejecutorias en el �s�ado 

requerido, en las mismas condiciones que los documentos publicos 

• • ,, 110 

con fuerza eJecut1va . 

En múltiples ordenamientos procesales se reco�e la tr_a�sacción j�di­

cial como título ejecutivo. Se trata de un título que, aun participando el Juez

109 V GAUDEMET-TALLON, H., Les Conve111io11s de Bruxe/les et Lugano ••• , ob. ciL,
• • • 1 1 STJCE de 4 de febte-

p. 267-268 y la jurisprudencia comentada por la autora, en especia , a 

ro de I 988, as. 145/86, Hoff111a1111 c. Krieg, Rec. 1988, p. 64�. 
e 1988 

11 o. Jdéntica es la redacción del arl. 51 del Convemo de Lugano d • 
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en su creación, no recibe el tratamiento de título jurisdiccional y ello porque 

ni produce efectos de cosa juzgada ni está sometido al régimen general de 

impugnación de las resoluciones judiciales, sino que puede ser revocado en 
tos mismos términos que un contrato 111• 

Se trata por tanto de uno de los casos que se enmarcan en el epígrafe 
anterior, el de los actos o documentos que requieren algún tipo de interven­
ción judicial para ser ejecutivos. Pero las transacciones, no sólo reciben un 
tratamiento diferenciado en el ait. 51 CB, sino que además plantean una se­
rie de cuestiones específicas. 

En primer lugar, el alcance de la exigencia que la transacción tenga lu­
gar "durante un proceso" y que se celebre ante un tribunal. En segundo lu­
gar, hay que dar respuesta a si el término transacción debe ser entendido de 
forma estricta tal y como es concebida por los códigos civiles español, fran­
cés o italiano, o bien si es posible realizar una interpretación amplia que dé 
cabida otro tipo de acuerdos. Por último, hay que abordar el tratamiento que 

deben recibir las transacciones encubiertas, es decir, las resoluciones judi­
ciales que bajo la forma de una decisión judicial no hacen más que recoger 
un pacto inter partes para poner fin al litigio. 

J. Transacciones judiciales

La doctrina suele distinguir entre transacciones judiciales y extrajudi­
ciales. Para poder calificar como judicial una transacción se requiere que ten­
ga lugar una vez iniciado el pleito, dado que la transacción que tiende a evi­
tarlo no tiene ninguna relevancia procesal. Se exige también la intervención 
judicial, ya que de otro modo estaríamos ante un documento extrajurisdiccio­
nal, privado o público en función de cómo se instrumentalice, pero no judi­
cial, en cuyo caso las partes deberán acudir a un medio alternativo de finali­
zación del proceso como el desistimiento o dejar que opere la caducidad "2. 

111. En el Informe JENARD sobre el Convenio de Bruselas (cit. p. 172) se justifica la 
intro_ducción del art. 51 CB en razón de los sistemas alemán y neerlandés, en los que las Lran­
sacc1ones celebradas ante el juez en el curso de un proceso son ejecutivas. De otro lado, la 
equiparación de las transacciones judiciales al régimen de los documentos públicos se fun­
damenta en el aspecto contractual de aquéllas. 

112. Sobre la u·ansacción puede consullarse GULLÓN B,,LLESTEROS La 1ra11sacci611 

Madrid, 1964, así como la monografía de PELÁEZ, F.J., La tra11sac:ció11, B�sch, Barcelon¡ 
1987, en especial sobre la distinción entre transacción judicial y ex1rajudicial cft: p. 59 y ss.
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El art. 5 ¡ CB realiza una mención expresa de estos dos elementos, el

del momento en que debe tener lugar la transacción ("en el curso
1 

de un �r�­

ceso") y el de la intervención judicial: "celebrada" ante el juez 11.: Este ulti­

mo requisito no significa que el proceso de neg_ociación deba realizarse an�e 

el juez O que éste deba jugar un papel de med1a�or. El hecho relevante, si­

guiendo el texto inglés, es que el acuerdo haya sido aprobado u homologa-

do114 por el juez115 • . • , , 

Hay que precisar que el art. 51 CB no hace nmguna menc1on al meto-

do seguido para alcanzar el acuerdo. Es decir, es
, 
irrelevant� que la� paites

libremente hayan conseguido un acuerdo o que este haya sido el p10ducto 

de una conciliación o mediación bien del juez, bien de una persona total-

mente aiena al J·uicio. A efectos del artículo mencionado, puede lograi·se el
:i ir • , 116 

acuerdo transaccional por vía de una mediación o de una conc 1ac1on 

Alguna legislación, como la española, puede inducir a error Y planteai·

algún problema por el modo en el que se emplea la t�rminología. En efecto,

la LEC reserva el término transacción para denommar al pacto . al cual las

Partes pueden llegar en cualquier momento del juicio sin que exista una ta-
1 b "  d" 

rea judicial conciliadora, mientras que reserva la pa a ra . acuer o para 

denominar la transacción que puede tener lugai· en determmados momen­

tos del proceso . No obstante, la posible confusió� qu�da }alvada en_ el

art. 517 .2.3º LEC, en el que se recoge como título eJ ecuti _vo . l_
as resolucio­

nes judiciales que aprueben u homologuen transacciones Jt1d1c1ales y acuer-

1 "117 
dos logrados en e proceso .

113. En la versión italiana se lee: "Le rransazioni concluse davanti al giudice ••• "; _en

la francesa: "Les transactions conclues devant lejuge"; en la inglesa: "A settleme11t whrch

has been approved by a court ... ". 
114. Homologación es el término empleado por la nueva LEC. El �t. 19 e� �u- pa-

rrafo primero establece que las partes están facultadas para disponer del _ob�eto_ del J UICIO Y,

or tanto, para transigir, "excepto cuando la ley lo prohiba o establezca lim1t,ac1ones por ra­

�ones de interés general o en beneficio de tercero". Según lo previsto en el_ parrafo segundo,

"si las partes pretendieran una transacción judicial y el acuerdo o convemo �ue alcanzare�

fuere conforme a ¡0 previsto en el apartado anterior, será homologado por el tribunal que este

conociendo del litigio al que se pretenda poner fin". 

115. DR0Z, G.A.L., Compétencejudiciaire ... , ob. cit., p. 399: "L'acte esr ��sse en-

tre les parries devant lejuge ou rémis aujuge pour etre cons'.gné _au pro:és-verbal .
F J La

116. Se trata de la distinción entre transacción propia e un propia (PELÁEZ, • ·• 

transacción, ob. cit., p. 58). • • ·, fi · 
117. Según DE LA OLIVA SANTOS, A., Derecho procesal civil. E!ecucron. 01z.osa.

Procesos especiales, Editorial Centro de Estudios Ramón Areces, Madrid, 2000, p. 40, la
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En cualquier caso, hay que ser cautos y no permitir que la utilización 
de una terminología diversa y carente de relevancia nos lleve a excluir del
art. 51 del Convenio determinados actos, lo que puede suceder especial­
mente cuando es un juez extranjero el llamado a interpretar normas proce­
sales internas. 

2. Transacción v. acuerdo

La cuestión que ahora se plantea es la de si hay que interpretar que el ait.
51 CB importa el concepto de transacción típico del derecho civil o si hay que 

elaborar un concepto estrictamente procesal, de contenido más amplio. 
El concepto civilista de transacción judicial recogido en los códigos 

napoleónicos exige que cada una de las partes realice concesiones e impli­
ca la finalización del proceso . 118 La doctrina suele acudir a este concepto 

clásico al interpretar el art. 51 CB 119, puesto que en otro caso estai·íamos 
ante una renuncia total del demandante o ante un total allanamiento del de­
mandado . Pero no se agotan aquí todas las posibilidades. 

El Convenio de Bruselas no alude a la distinción entre transacción 
pura y transacción compleja. Una transacción se considera pura cuando las 
recíprocas concesiones de las paites recaen sobre los derechos controvertí-

distinción realizada en la norma transcrita no tiene implica ninguna diferencia en cuanto al 
contenido del acuerdo, sino más bien al momento y el método. Según el mencionado autor
el art. 517 .2.3º incluye "la resolución que homologa una transacción judicial, permitida a las
partes en cualquier momento procesal (art. 19. l y 2 LEC), como los acuerdos que la misma
LEC prevé de modo expreso que se puedan producir, singularmente en la audiencia previa
del juicio ordinario (arts. 415.2 y 428.2 LEC)". 

1,18. Según el art. 1809 CC español, la transacción "es un contrato por el cual las
partes, dando, prometiendo o reteniendo cada una alguna cosa, evitan la provocación de un
pleito o ponen término al que habían comenzado". P or su parte, el CC italiano en el art.
1965.1 establece que "'la transazione e il contratto col quale le partí, Jacendosi reciproche
concessio11i, po11go110 fi11e a u11a lite gia i11co111i11ciata o preve11go110 una lile che puó sorge­
re tra loro ". En el párrafo segundo de este artículo se prevé la denominada transacción com­
pleja, que es aquella en la que "se pueden "cre_are, modificare o estinguere anche rapporti
diversi da quello che ha formato oggetto della pretesa e della co/ltestazio11e delle parti". El
art. 2044 CC francés dispone que "la tra11sactio11 est un comrat par lequel les parties termi-
11e111 une co111estatio11 née, 011 préviennem 1111e colllrstation a naitre ". 

119. DRoz, G.A.L., Compétence judiciaire ... , ob. cit., p. 399; BELLET, P., "Recon­
naissance et exécution des décisions en vertu de la convention du 27 septembre 1968", ob.
Cll., p. 34.
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dos, y compleja cuando para llegar a un acuerdo se compensa a u�a de ellas 
(o a ambas) con cosas o derechos extraños a la controversia (po_r_eJ_emplo , el 
demandante cede al demandado la utilización de la marca en ht1g10, Y, a su 
vez el demandado se compromete al pago de una suma de dinero) 120

• Puesto 

que en el texto internacional no se prevé ninguna li mitaci�n, se tratará _de una 
cuestión de orden interno, es decir, que en el Estado de ongen se perrruta este 
tipo de transacciones judiciales y que se les otorgue fuerza ejecutiva. . 

En virtud de lo dispuesto en el rut. 19 .1 LEC, las pmtes pueden transi­
gir sobre lo que sea objeto del juicio, excepto cuando exista una prohibici?n 
0 limitación legal. Este precepto ha recibido por parte de algún autor una

_
1�­

terpretación restrictiva, en el sentido de que únicamente se p�ede transigir 
sobre l o que es objeto del juicio, con lo que quedarían exclmdas l�s tran­
sacciones complejas 121. A pesar de que dicha interpretación es discutible, es 
interesante ponerla de relieve por las consecuencias que �u�de tener �n re­
lación con el art. 51 CB. En efecto, en el caso de que la Junsprudenc�a es­
pañola se decantara en dicho sentido, ello no impediría qu� transacc1

_
ones 

complejas provenientes de otros Estados parte en el CB pudieran ser eJecu­
tadas en España, por cuanto que tienen cabida en el art. 51 CB y lo relevan­
te es que estén permitidas y tengan atribuida fuerza ejecutiva en el Estado 
de origen. 

3. Transacciones encubiertas

La transacción encubierta o, como se ha denominado en Francia, el
contentieux simulé, alude a supuestos de diverso alcance. En primer lugar, 
las partes, habiendo llegado a un acuerdo, en lugar de poner fin al pro��so 

mediante el desistimiento o de solicitar la homologación de la transacc10n, 
piden al juez que recoja su pacto en la sentencia (leur donner acle). �1 se­
gundo supuesto se trata de una verdadera simulación pues las pru·tes fingen 
la existencia de una controversia cuando en realidad han preparado de mu­
tuo acuerdo la estrategia procesal a fin de que el juez decida en un determ

_
i­

nado sentido. En otros casos, las partes elaboran un proyecto de sentencia 

120. El CC italiano recoge la transacción compleja en el art. 1965. Il.
121. En este sentido LoRCA NAVARRETE, A.M., Comentario al art. 19 LEC, en la obra

dirigida por dicho autor: Comentarios a la nueva Ley de Enjuiciamiento Civil, T. 1, Ed. Lex 
Nova, Madrid, 2000. 
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ue presentan al juez para que éste lo adopte como si fuese su propia deci­
;ión. Se trata del denominado jugement d 'expédien.t 122

• 

No se puede pretender que el juez del Estado requerido analice y juz­
gue si Ja función del juez ha sido meramente receptiva o si ha jugado un pa­
pel activo en la el,aboración �e la resolución de la controversi�. �orno se ha 
expuesto en el ep1grafe antenor, lo relevante es comprobar que tipo de efec­
tos el ordenamiento jurídico del Estado de origen atribuye al acto . En el caso 

de que Je conceda el mismo valor y los mismos efectos que al resto de reso­
luciones que se entienden comprendidas en el art. 25 CB, la ejecución debe 
someterse al régimen de las decisiones (art. 25 CB) y en otro caso, habrá que 
acudir a lo dispuesto en el éllt. 51 CB para las transacciones judiciales. 

r ier caso, ya se ha dado oportuna respuesta al problema en-
tendit:11Ju yut: en estos casos "la apariencia prima sobre la realidad" 123 y que 
deben recibir, en relación con el Convenio de Bruselas, el mismo trata­
miento que las sentencias 124. Pero no se puede compartir la argumentación 
utilizada por algún autor para llegar a dicha conclusión. En concreto , sien­
do coherentes con la posición mantenida a lo largo de este trabajo, no pue­
de admitirse que el fundamento de la asimilación de 1osjugements d'expé­

dient franceses, o cualquier figura análoga, a las de decisiones judiciales en 
materia de reconocimiento y ejecución, se halle en que el juez asuma como 

propia la decisión de las partes 125• 

122. CORNU, G., FOYER, J., Procédure civile, P resses Universitaires de France
(PUF), París, 1996, 3º ed. refondue, p. 144. 

123. CoRNU, G., FOYER, J., Procédure civile, ob. cit., p. 144.
124. DROZ, G.A.L., Compétence judiciaire ... , ob. cit., p. 400-401: "Les jugements

convenus 01., d'expédient du droitfran�ais, qui constituent en réalilé une tra11sactio11, seron/ 

quanl a eux puremem et simplement assimilés aux jugements et suivro11t le régime des arti­
cles 31 et suivantes". Se puede compartir el resultado al que llega este autor, pero no la vía. 
Así es, losjugemems d'expédient deben recibir el mismo tratamiento que las resoluciones 
del art. 25 CB, no porque sean asimilados a éstas en el Estado requerido, sino porque dicha 
asimilación tiene lugar en el ordenamiento del Estado de origen. En la misma línea BELLET, 
P., "Reconnaissance et exécution des décisions en vertu de la convention du 27 septembre 
1968", ob. cit., p. 34, indica que los actos de conciliación de derecho francés o belga deben 
ser asimilados a las transacciones, siempre que no se disimulen bajo la forma de "jugemelll 
d'e;,.pédient ou de do1111é acle". 

125. Como ha sostenido MmR WATT, H., "La rencontre dans l'espace de figures hy­
brides ... , ob. cit., p. 717: "C'est bien pour ce/le raiso11 que le jugemelll d'expédienl releve 
égale111e11t de la catégorie des décisions, car il implique aussi une «appropriation» par le 
juge des élé111e11ts qui lui son/ soumis, meme si le litige est simulé". 
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4. Las transacciones en el Reglamento Bruselas l

En el Reglamento Bruselas I se mantiene en el art. 58 Ja misma redac­
ción del Convenio de Bruselas añadiendo la posibilidad de que, a instancia 
de parte, el tribunal en el que se haya celebrado la transacción expida una 
certificación de la misma utilizando el modelo unificado que se contiene en 
el Anexo V del Reglamento 126

. 

En el art . 66 R se establece el régimen transitorio aplicable a las ac­
ciones y resoluciones judiciales y a los documentos públicos pero no se alude 
a las transacciones. En virtud de lo dispuesto en dicho artículo, las solucio­
nes posibles son diversas: 

- aplicar el régimen transitorio de los documentos públicos y, en con­
secuencia, aplicar el Reglamento a todas las transacciones "forma­
lizadas" con posterioridád a la entrada en vigor del mismo 127

; 

- aplicar el régimen transitorio propio de las resoluciones judiciales,
de modo que el Reglamento se aplicaría siempre que el proceso en
el que se produjo la transacción se hubiere iniciado con posteriori­
dad al 1 de marzo de 2002 y, para el caso de que se hubiere iniciado
con anterioridad a dicha fecha el Reglamento se aplicará siempre y
cuando se cumplan las condiciones establecidas en el rut. 66.2 R:

"a) si la acción se hubiere ejercitado en el Estado miembro de 
origen tras la entrada en vigor del Convenio de Bruselas o del Conve­
nio de Lugano en el Estado miembro de origen y en el Estado miem­
bro requerido; 

b) en todos lo demás casos, si las reglas de competencia aplica­
das se ajustaran a las previstas en el capítulo II o en un convenio en vi­
gor entre el Estado miembro de origen y el Estado miembro requerido 
al ejercitarse la acción" 

Teniendo en cuenta que la transacción es un contrato que deviene do­
cumento público debido a la actividad de homologación por el juez y que, 

126. V. infra en el epígrafe relativo al procedimiento.
127. Se reproduciría en este caso el problema interpretativo que ya ha sido expues­

to en relación con los documentos públicos para los casos en que la fuerza ejecutiva no se ad­
quiere en el momento mismo del otorgamiento. En consecuencia, si el Reglamento se apli­
cará únicamente a las transacciones u acuerdos homologados con posterioridad a la entrada 
en vigor del mismo, o si también puede aplicarse a los que, habiendo sido homologados con 
anterioridad, adquieren fuerza ejecutiva con posterioridad. 
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precisamente por ello, el rut. 58 asimila su régimen al de los documentos 
auténticos o públicos, tal vez parece más razonable reproducir dicha asimi­
lación en cuanto al régimen transitorio. 

V. EL PROCEDIMCENTO EN EL REGLAMENTO BRUSELAS l

En el presente epígrafe se pretende realizru· un análisis del procedi­
miento de exequalur regulado en la normativa europea. Teniendo en cuenta 
el objeto del p'.·esente estudio, se hará especial hincapié en las particulari­
dades qt'.e pu�1er� �resentar el reconocimiento de documentos públicos y 
transacciones Jud1c1ales. Como ya se ha apuntado en la introducción dada
la próxin:ª. entrada en vigor del Reglamento Bruselas J, es éste el tex¡o que
se:ª.ª uttli�ar_com? p�nto de referencia en la exposición, constituyendo el 
obJet1v� pnnc1pal indicar en qué medida se mantienen las reglas de los 
Conven10s de Bruselas y Lugano o bien el alcance de la novedad introduci­
da. Co�siderando las similitudes entre ambos textos, la amplia bibliografía 
�roduc1da �obre el Convenio de Bruselas y los valiosos comentarios a la ju­
nsprudenc1a el TJCE sobre dicho tratado 128

, no parece oportuno campen-

. 128. Dada� las gr'.1'1�es similitudes entre el nuevo procedimiento y el establecido en los citados convenios, la Junsprudencia del TJCE y la doctrina elaboradas en relación conaquéllos resulta de gran utilidad. Como obras generales pueden consultarse, entre otras: CAL­v? �ARAVAC�, A .L: Y otros, Come/llario al Convenio de Brnselas relativo a la compete11ciaju­d1C1a! Y a la e1ecuc'.611 de reso/11cio11esj11diciales e11. materia civil y mercamil, Ed. UniversidadCarl�s U� d� �ad_nd y B�E, Madrid, 1984; DASHWOOD, A., HAC0N, R., W�ITTE,R., A guide tothe c1vtl 11111sd1c11on a11d1udgme11ts co11ve11tion, Kluwer Law and Taxation Publishers, Lon­dres Y otros, 1987; DONZALLAZ, Y., La Convemion de lugano du 16 septembre 1988 concer­
��111 la compétencefudiciaire des décisions en matiere civile et commercial, Vol. Il, Staemp-

0� ��-,_Berna, 1997, GAUDEMET-TALLON, H., les Co11.ve11tio11s de Bruxelles et de lugano ... ,
_- tt., Go�H?".'• P., HOLLEAUX, D., La Co11ve111io11 de Bruxelles du 27 septembte 1968: com­pe'.�nce !11d,c1_�1re et ejfe�s des jugement� da11s la CEE, Jupiter, Paris, 1985, obra de ta queexiste �a�uc_cmn al espanol: la Conve11c16n de Bruselas de 27 de septiembre de 1968: com­petenctaJL1d1ctal Y efectos de las decisiones en el marco de la CEE trad. l. PAN MONTOJO ed La Le M d 'd 1986· O' 

' ' •
. Y'., a n ,_ . , MALLEY, S., LAYTON, A., European Civil Practice, ob. cit. Una re-co_ptla:10n d� laJnn_sprudenc(a �el TJCE sobre el Convenio de Bruselas, con extensa nota bi­bhogra�ca sistemauzada por 1d1omas y recopilando las notas publicadas sobre cada una de lassente�cia_s, puede verse en WATTÉ, N. Y Nuns, A., les arréts de la Cour dejustice sur /'in­

�;
pr�ta!,011 de la 

_C�11ve111io11 di Bruxelles, Kluwer, Diegem, 1998. Una valiosa recopilaciónla Jurisprudencia interna de los Estados miembros se halla en v ·m p La,v o"''th 
• ¡ l'\.A , ., � e eu,ope-

ª" Ju� gment Covention, Vol. V, ed. Barry Rose Law Publishers Lid., Chichester, 1999.
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diar con mayor o menor acierto todas las apo1taciones ya realizadas sobre 
cada uno de los aspectos del procedimiento. 

l. Declaración de ejecutividad o reconocimiento de eficacia ejecutiva

a) Cuestiones generales

En virtud de las remisiones efectuadas en los arts. 57 y 58 del Regla­
mento, el procedimiento para declarar en un Estado miembro la ejecutividad 
de los documentos públicos y de las transacciones judiciales provenientes de 
otro Estado miembro, es el mismo que el establecido para el exequatur de las 
resoluciones judiciales, esto es, el previsto en los arts. 38 y ss. R. También los 
arts. 50 y 51 CB/CL, como es sabido, se remiten al procedimiento previsto 
para la ejecución de resoluciones (arts. 31 y ss. CB/CL). 

A pesar de que el art. 38 R utiliza la expresión "otorgado su ejecu­
ción", parece más adecuado hablar de reconocimiento del efecto ejecutivo 
o de otorgamiento de eficacia ejecutiva o de ejecutividad, entendiendo por
tal el "acto de soberanía estatal a través del cual a un título extranjero se le
reconoce en el foro el efecto ejecutivo" 129. Ello por cuanto que este proce­
dimiento únicamente tiene la finalidad de determinar si el documento pú­
blico o la transacción pueden calificarse como tales a los efectos del Regla­
mento, si tienen eficacia ejecutiva en virtud de la ley del Estado de origen y,
en su caso, si su ejecución no es contraria al orden público del Estado re­
querido. Cumplidos estos requisitos el título adquiere fuerza ejecutiva en el
Estado requerido y, una vez declarada, puede procederse a su ejecución
conforme al proceso establecido por la lexfori a tal fin. 130-131. 

129. Apreciación ya realizada con motivo del Convenio de Bruselas: GARAU So­
BRINO, F., "Comentario al art. 31 CB", en CALVO CARAVACA, ob. cit., p. 528. 

130. Tal y como se expresa la exposición de motivos de la "Propuesta de Regla­
mento (CE) del Consejo, relativo a la competencia judicial, al reconocimiento y a la ejecu­
ción de resoluciones judiciales en materia civil y mercanlil", presentado por la Comisión, 
Bruselas, 14 de julio de 1999, COM (1999) 348 final (DOCE C 376E, de 28 diciembre de 

1999): "f ... ] la finalidad de este procedimiento es hacer ejecutorias las resoluciones que sean 
ejecutorias en el Estado de origen, sin prejuzgar en modo alguno los procedimientos de eje­
cución propiamente dicha de dichas resoluciones en el Estado miembro requerido". 

131. Una descripción de la distinción entre exequatur y ejecución propiamente di­
cha puede verse en ATS de 23 de mayo de 2000, FO 5° (RAJ 2000\4382): "[ ... ] El proce­
dimiento de «exequatur» se caracteriza por la naturaleza meramente homologadora de los 
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En cuanto a las características del procedimiento, el TJCE manifestó 
en relación, obviamente, con el Convenio de Brnselas: "[ ... ] un des objec­
tifs de la Convention, celle-ci visant precisement a rendre la procedure d' e­
xecution d'une decision judiciaire rendue dans un autre État contractant 

aussi simple et expeditive que possible" 132. Del mismo modo el procedi­

miento de exequatur establecido en el Reglamento Bruselas I "se ha conce­
bido para que la adopción de la resolución sea muy rápida"IJJ_ 

Además, según el mencionado Tribunal, con el fin simplificar el pro­
cedimiento en el Estado requerido, el exequatur establecido en el Convenio 
de Bruselas constituye un sistema autónomo y completo, incluidos Jos me­

dios de impugnación 134• Sin duda, decir que el procedimiento de reconoci­
miento de eficacia ejecutiva regulado tanto en el Convenio de Bruselas 
como en el Reglamento, constituye un sistema "completo" es un tanto osa­
do, por cuanto

_ 
que en dichos textos no sólo se operan remisiones explícitas 

a los ordenanuentos de los Estados miembros, sino que existen también la­

gunas que es preciso integrar 135
. 

efectos propios de la decisión exlranjera, singularmente los procesales --co a · d · _ 
· 1 · . . s Juzga a, eJe 

culivos, prec �s1vo_s ... -, que se encamma a lograr una resolución que, sin examinar el fondo
del asunto mas alla de lo �u� obligue el control de la competencia legislativa, cuando fuese 

procede�te, Y del orden_ publico del foro -entendido en su sentido inlernacional-, autorice 
la eficacia de _ la res�luc1ón, desple�ando sus efectos en España con el alcance y extensión que 
poseen.en ongen, sin otros corr

ectivos que los derivados de su desconocimiento en el foro 0 
del obligado �espeto al orden públi_co .. La resolución decisoria del «exequatur» presenta, por
tanto, un caracter netamente const1tuuvo-procesal, por cuanlo su objeto es la homologación 
�e los efectos _procesal_es de la sentencia extranjera, y el procedimiento en el que recae es dis­
u_nto del seguido e� ongen y del que pueda seguirse en España después de haber sido recono­
c1�a Y declarada eJecutoria la decisión foránea para lograr la ejecución de los pronuncia­
miento�. d� condena. Consecuentemente, la acción encaminada a realizar el derecho al
reconocmuent? -(a a�ción de reconocimiento- es distinta y no puede confundirse con 
ellas,�� la ac�1ón e�erc1La�a en el pleito de origen que motiva la sentencia por reconocer y de 
la accion de eJecuc1ón de esta, ya en el Estado de origen, ya en el foro, una vez reconocida." 

132. STJCE de 27 de noviembre 1984, As. 258/83, Fabrique de chaussures Brenne-
ro Sas c. Wendel GmbH Schuhproduktion l111emational, Rec. 1984 p. 397 ¡ edic'ó 'al 
española 1984 p. 867. 

' 1 n espec1 

!33. Y. la Propuesta de Reglamento cit., comentario a la sección 2 del Capítulo 3

8 
1 �4- STJCE de 2 de julio de 1985, As. 148/84, Deutsche Ge11osse11schaftsbank c. SA

rasserie du Pecheur, Rec: 1985 p. 1�81, edición especial española 1985 p. 755. 
135: Para un estudio sobre la mtegración en España del procedimiento establecido en

� Co�veruo de Bruselas v. SANCHEZ l!MÉNEZ, M.A., Ejecución de sentencias extranjeras en
spana: Convenio de Bruselas de 1968 y procedimiento interno, Ed. Comares, Granada, 1998. 
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a) Una primera solución consistiría en exigir que la sucesión en la po­
sición acreedora sea determinada en el Estado de origen Y que que­
de plasmada en la certificación de los Anexos V y VI R. �a venta: 
ja que presenta esta opción es que generalmente la suce�10� estara 
sometida a la ley del Estado de origen, por lo que es prefenble qu_esea en este Estado en el que se resuelva. Además, co� ello se tac1-
litaría la función del tribunal de exequatur146 lo que siempre favo-
rece una mayor rapidez en la tramitación. . . En este sentido, tal y como se desprende del modelo de ce1t1f1-
cación recogido en el Anexo V R en relación con el 58 R relativ? a 
las transacciones judiciales, el tribunal o la autoridad que la expide 
debe determinar quienes son las partes en la transacción, pero tam­
bién puede certificar la existencia de "otra(s) prute(s), en su caso". 
Dado que no se alcanza a comprender quienes pueden_ ser esas "otras
partes" distintas del demandante y del demandado, bien puede con­
siderarse que bajo dicho concepto tienen cabida los supuestos de su­
cesión, es decir, que permite incluir en la certificación las pe�sonas 
que se han subrogado en la posición acreedora o deudora. Sm em­
bargo, por lo que respecta a los documentos públicos del art. 57 R, el 
Anexo VI R únicamente hace referencia a las partes del documento. 
Siendo así parece que en la certificación de los documentos públicos 
no ha lugar contemplar eventuales transmisiones del crédito. No 
obstante también puede sostenerse que en el Reglamento se esta­
blece el �ontenido mínimo de la certificación y que nada impide que 
el tribunal o la autoridad competente acrediten dicho extremo. 

Una importante objeción a esta solución viene dada por el he­
cho de que el Reglamento no exige que, tratándose de �os docu�en­
tos públicos del ait. 57 R, la competencia para expedir 1� ��rt1fica­
ción sea atribuida a un juez, ni tampoco se prevé la pos1b1lidad de 
oposición por parte del deudor. En consecuencia, habrá que estar a la 
implementación que los Estados miembros de�.ª est� :xtrem�-

b) Si el acreedor solicitante de exequatur no esta 1dent1f1cado 111 en el
título ejecutivo ni en la certificación del mismo 147, es el tribunal del 

146. Sin perjuicio de que el deudor pudiera oponer hechos posteriores a la expedi-
ción de la certificación. 

. . 147. Como se verá, la aportación de la certificación no es rnd1spensable (arl. 55 R).
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exequatur quien deberá determinar si el solicitante constituye o no 

"parte interesada". A tal fin, entendemos que no basta con una mera 
afirmación de la condición de acreedor, sino que el solicitante debe 

aportar prueba suficiente de su legitimación en el momento de la 
presentación de la solicitud a fin de acreditar que se trata de perso­
na "interesada" en la ejecución 148. Puesto que la primera fase del 
procedimiento se desarrolla inaudita parte, el deudor podrá funda­
mentar su posterior oposición a la concesión del exequatur en la 
falta de legitimación activa. 

La cuestión que surge inmediatamente es la de determinar si 
la posibilidad de contestar la legitimación activa precluye con la 
oposición al exequatur o bien si el deudor puede replantear la 
cuestión posteriormente mediante la oposición a la ejecución pro­
piamente dicha. Según estableció el TJCE en su sentencia de 4 de 

febrero de 1988 149 interpretando el art. 36 CB, la parte que no in­
terpuso el oportuno recurso contra la resolución de concesión del 
exequatur previsto en dicho artículo, no puede hacer valer en sede 

de oposición a la ejecución, una "razón válida" que pudo invocar 
en dicho recurso . 150 Si ello es así, la ausencia en el solicitante de

la condición de "parte interesada" para solicitar el exequatur de­
berá plantearse en la oposición prevista en el art. 36 CB o 43 R. 

2º Legitimación pasiva: Cuando en el Convenio de Bruselas y en el 
Reglamento se alude al sujeto activo, se emplea la expresión "parte intere­
sada" (art. 31 CB, art. 38.1 R), que en principio resulta mucho más amplia 
que la que se usa para aludir al sujeto pasivo del procedimiento : "la prute 

contra la cual se solicitara la ejecución" 151. 

148. De otro lado, la sucesión deberá valorarse en función de la lex causae regula­
dora de la obligación y/o del título. De otro modo se podrían restringir o ampliar los efectos 
del documento público o de la transacción judicial. 

149. As. 145/1986, H.L.M. Hojfm,11111 c. A. Krieg, Rec. 1988, p. 645.
150. El TJCE añade que esta regla debe ser aplicada de oficio por los tribunales del

Estado requerido. La excepción vendría dada por los casos en los que el título ejecutivo no 
queda incluido en el ámbito de aplicación del Convenio de Bruselas por razón de la materia, 
en los que no precluye la posibilidad de alegar esta circunstancia o, incluso, de ser aprecia­
da de oficio. 

151. Y. arts. 32, 36, 39,40.2, CB y ans. 39.2,41,43.4 y 5,46.1,47.3 R.
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